


Abstract
Con muy pocas excepciones, se considera que los Estados latino-

americanos no llegan a construir relaciones auténticamente demo-

cráticas (ni ‘liberales’ ni ‘radicales’) con sus respectivas sociedades,

dado que caen en la tercera y más inauténtica opción, la ‘populista’.

El populismo estaría caracterizado por la cooptación de la sociedad

civil (entendida tanto como las ONG y los movimientos sociales)

por parte del Estado a través del mantenimiento intencionado de

niveles de alta desigualdad social y del uso de redes clientelares.

El propósito de este artículo es analizar cada una de estas visiones

y determinar hasta qué punto puede afirmarse que estas catego-

rías ayudan a comprender la realidad política latinoamericana.
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Introducción
Para algunos observadores, el futuro de la demo-

cratización de América Latina depende de hasta

qué punto la sociedad civil y el Estado puedan re-

lacionarse efectivamente según patrones institu-

cionales inclusivos. El desarrollo de esfuerzos

asociacionales voluntarios, de capital social y de

organizaciones no gubernamentales, dicen, po-

dría proveer de instrumentos más efectivos para

el control de las agencias estatales y de los par-

tidos políticos, de tal manera de asegurar gobier-

nos más eficientes, transparentes y participa-

tivos. Llamaremos a este primer paradigma ‘libe-

ral-democrático’.

Para otros, la consecución de un régimen político

más igualitario e inclusivo requiere de mayor es-

pacio para la participación de aquellos movimien-

tos sociales que han sido más críticos de las

políticas neoliberales, como los de campesinos,

de desempleados o de trabajadores. Llamare-

mos a esta visión ‘radical-democrática’.

Lo interesante, desde un punto de vista analítico,

es que ambas visiones normativas se constru-

yen, en gran medida, en oposición a lo que se

considera es el estado actual de las relaciones

entre Estado y sociedad civil en Latinoamérica,

una realidad que —se piensa— no llega a alcan-

zar los estándares de ninguna de las dos visiones

normativas. Con muy pocas excepciones, se con-

sidera que los Estados latinoamericanos no lle-

gan a construir relaciones auténticamente demo-

cráticas (ni liberales ni radicales) con sus respec-

tivas sociedades, dado que caen en la tercera y

más inauténtica opción: la ‘populista’. El popu-

lismo estaría caracterizado por la cooptación de

la sociedad civil (entendida como las ONG y los

movimientos sociales) por parte del Estado a tra-

vés del mantenimiento intencionado de niveles

de alta desigualdad social y del uso de redes

clientelares. El propósito de este artículo es ana-

lizar cada una de estas visiones y determinar

hasta qué punto puede afirmarse que estas ca-

tegorías ayudan a comprender la realidad política

latinoamericana.

La visión liberal-
democrática de
las relaciones
entre Estado y
sociedad civil
La visión liberal-democrática se inspira en la teo-

ría política liberal anglosajona, la que se encuen-

tra enraizada en las descripciones de la sociedad

civil norteamericana que se originan en clásicos

como La democracia en América de Alexis de

Tocqueville. La descripción de Tocqueville de la

manera en que las asociaciones voluntarias de
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los pequeños pueblos de la Nueva Inglaterra pu-

ritana creaban la vida pública de sus habitantes,

y de la forma en que estas asociaciones opera-

ban en una esfera de casi total y completa auto-

nomía de la intervención estatal y del mercado,

aún resuena fuertemente.

Los teóricos liberales de la sociedad civil sostie-

nen que los fenómenos que tienen lugar en las

microinteracciones sociales (en la forma de todo

tipo de asociaciones voluntarias, tales como clu-

bes, iglesias, grupos de padres, grupos de alco-

hólicos anónimos y cualquier otro tipo de

organización formada de manera voluntaria por

ciudadanos privados) tienen externalidades posi-

tivas, como la creación —involuntaria— de lazos

sociales caracterizados por la confianza, la civili-

dad, la tolerancia y la aceptación de las normas.

Este enfoque sostiene que la aceptación de las

normas, la cooperación y la confianza son funda-

mentales para que la democracia funcione. Esta

visión, por otra parte, mira con aprehensión al

conflicto social, que es, en general, entendido

como un síntoma de la falta de confianza y de ca-

pital social (Warren, 1999; Cohen y Arato, 1994;

Putnam, 1993 y 2000).

En palabras de Jürgen Habermas, la sociedad

civil debe constituirse en la esfera de la vida so-

cial en donde relaciones libres, autónomas y no

colonizadas pueden florecer (Habermas, 1999).

Las instituciones políticas, por su parte, deben

existir separadas de, aunque conectadas con, las

instituciones de la sociedad civil basadas en la

solidaridad y en la igualdad. Solo dentro de una

red de normas de la sociedad civil que existan de

manera independiente del Estado y que sean

consistentes con la ley “pueden la democracia li-

beral y el capitalismo florecer” (Chatterjee, 2006,

p. 33, traducción de la autora).

Estas asociaciones autónomas y con espíritu cí-

vico tienen, sin embargo, un importante rol que

cumplir, en tanto ellas pueden servir como efica-

ces instrumentos de control sobre las agencias

estatales, los oficiales elegidos y los partidos po-

líticos, para asegurar así gobiernos más transpa-

rentes, eficientes y participativos.

La redistribución del ingreso requiere de dos ele-

mentos: la institucionalización de mecanismos

eficaces de rendición de cuentas y el ejercicio

efectivo de la competencia política. Estos ele-

mentos son fundamentales para garantizar el

funcionamiento adecuado del sistema democrá-

tico, cuya validez no se sostiene únicamente por

la celebración de elecciones periódicas. Si la ca-

pacidad del Estado no está acompañada de un

proceso de consolidación democrática que impli-

que rendición de cuentas, pesos y contrapesos,

y competencia política, la democracia no logrará

incidir positivamente en la disminución de los ni-

veles de desigualdad (PNUD, 2010).

Para esta visión, la relación entre sociedad civil y

Estado es un juego de suma cero: aun sin mala

intención, el Estado, en su permanente ansia de

expansión burocrática, quiere subsumir a las aso-
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ciaciones dentro de su lógica particular, y las aso-

ciaciones cívicas deben mantenerse vigilantes y

demostrar una constante voluntad de obligar al

Estado ‘a rendir cuentas’ sobre sus acciones y

sus intenciones (Arnson et al., 2009).

La visión radical-
democrática de
las relaciones
entre el Estado y
la sociedad civil
La consecución de arreglos más inclusivos y

equitativos requiere de mayor espacio para la par-

ticipación; no necesariamente de organizaciones

voluntarias, sino de los movimientos sociales

que se movilizaron en contra de las políticas ne-

oliberales que fueron implementadas en la región

en las últimas tres décadas (sobre todo, campe-

sinos, desempleados, mujeres, indígenas o tra-

bajadores). Estos reclaman una mayor participa-

ción de los movimientos sociales en los espacios

de gobierno. Llamaremos a esta la visión ‘radi-

cal-democrática’ de las relaciones entre Estado

y sociedad civil.

Los teóricos de la democracia radical sostienen

que la democracia civil debe relacionarse con el

Estado de una forma fundamentalmente adver-

sarial con el objetivo de cambiar de raíz sus es-

tructuras, de tal manera que el Estado devuelva

un grado amplio de autonomía a las organizacio-

nes civiles (Goldfrank, 2011); en las versiones

más radicales, el Estado debería desaparecer

casi por completo (Borón, 2004; Karatzogianni y

Robinson, 2010).

Según esta visión, la sociedad civil está más

orientada hacia la denuncia de la desigual distri-

bución del poder que por la construcción de con-

fianza y, en las palabras de Touraine (2000, p. 58),

sigue a un “espíritu democrático” que “no confía

en las instituciones, cree en la democracia di-

recta y lucha contra la desigualdad”. Della Porta y

Diani (1999) afirman que los movimientos socia-

les sostienen la legitimidad de alternativas a la

democracia parlamentaria y critican tanto a la de-

mocracia liberal como a la ‘democracia organi-

zada’ de los partidos políticos.

En síntesis, las visiones liberal-democrática y ra-

dical-democrática de las relaciones entre Estado

y sociedad civil difieren en sus metas, aspiracio-

nes y enfoques metodológicos. La visión liberal-

democrática se enraíza en la estilización de las

trayectorias históricas de los países anglosajo-

nes, que privilegia la autonomía de la sociedad

civil como condición para la producción de con-

fianza y de solidaridad, y afirma que las organiza-

ciones autónomas de la sociedad civil tienen un

rol importante que cumplir en su función de con-

troladores y vigilantes del Estado. La visión radi-
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cal-democrática se remonta a una tradición dife-

rente, continental y de izquierda, que acepta ni-

veles más altos de conflicto social y que se

encuentra más atenta a las potencialidades

emancipatorias de los movimientos sociales ma-

sivos (Karatzogianni y Robinson, 2010).

La cooptación
populista de la
sociedad civil
Un análisis de estas dos tradiciones de pensa-

miento es especialmente interesante en este mo-

mento histórico, cuando los nuevos gobiernos de

izquierda en Latinoamérica están aparentemente

expandiendo los lazos entre la sociedad civil y el Es-

tado de múltiples maneras, ya sea adoptando sus

agendas, incorporando dirigentes o armando coali-

ciones electorales que comprenden a los movimien-

tos sociales —incluyendo un presidente, Evo

Morales, que llegó a la política desde su rol como

dirigente sindical campesino cocalero— (Levitsky y

Roberts, 2011; Weyland, Madrid y Hunter, 2010).

Ni los críticos liberales-democráticos ni los radica-

les-democráticos niegan tales acercamientos de los

nuevos gobiernos de izquierda latinoamericanos

hacia organizaciones no gubernamentales y de base

y los movimientos sociales; sin embargo, presentan

sospechas acerca de la autenticidad de los mismos.

Los radicales-democráticos sostienen que, al

construir esos lazos, estos gobiernos se en-

cuentran motivados por un deseo de cooptar,

desmovilizar y aun reprimir las organizaciones.

Argumentan que los nuevos lazos, que se pre-

sentan como empoderamientos, son en reali-

dad procesos inauténticos que culminan en una

paradójica disminución del poder radical de

esos movimientos y organizaciones. Por ejem-

plo, para Svampa (2006), el kirchnerismo ha te-

nido éxito en cooptar (mediante la

incorporación de dirigentes piqueteros a su go-

bierno) o reprimir el activismo radical antineoli-

beral de la Argentina, y así ha logrado impedir

las transformaciones sociales más profundas

que se dejaron vislumbrar en 2001. Según

Svampa: 

[e]l proceso de integración ha sido

acompañado por la invisibilización y es-

tigmatización de un conjunto de organi-

zaciones antisistémicas o críticas del

gobierno actual. (…) La disminución de

movilizaciones de desocupados, espe-

cialmente en la ciudad de Buenos Aires,

y la fragmentación del espacio militante

están ligadas a este fenómeno (Svampa,

2006, p.5).

Similares debates se dan actualmente sobre la

trayectoria seguida por el MAS boliviano luego de

la llegada de Evo Morales a la presidencia. Sec-

tores importantes del movimiento indigenista re-

chazan el enfoque moderado de Morales, que

Madrid (2008) llama justamente “etno-popu-
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lismo”. Los más críticos sostienen que el “popu-

lismo orgánico de masas” (Levitsky y Roberts,

2011) de Evo Morales no es más que un “falso

indigenismo” que, en realidad, enmascara un

nuevo colonialismo o, a lo sumo, una forma de

neocorporatismo (Stefanoni, 2007, p. 49).

La crítica liberal hacia los nuevos populismos pa-

rece ser completamente opuesta en sus preocu-

paciones a la de la izquierda radical en la

superficie. Mientras que la visión radical-demo-

crática se enfoca en los efectos sofocantes y des-

movilizantes que el acercamiento a la sociedad

civil de los gobiernos populistas de izquierda ha

tenido sobre los movimientos sociales, la visión

liberal-democrática teme que los lazos con las or-

ganizaciones sociales, sobre todo la incorporación

a las coaliciones de gobierno de los movimientos

sociales más contestatarios —como los piquete-

ros argentinos o las organizaciones indigenistas

de Bolivia—, culminen en una sobrepolitización

de la sociedad civil y en la asfixia del sistema po-

lítico institucionalizado.

La izquierda radical-democrática acusa al Estado

populista de impedir el avance de la causa radi-

cal, mientras que los liberales lo acusan de no

frenar a los movimientos más radicales y alertan

sobre las posibilidades de que la participación

alentada ‘desde arriba’ (como se daría en Vene-

zuela, Bolivia, Ecuador y la Argentina) culmine en

una pérdida de autonomía de la sociedad civil:

Una segunda categoría consiste de la par-

ticipación institucional “de abajo hacia

arriba”, que aparece solo cuando las crisis

de representación no conducen a la desin-

tegración del sistema político. [Leonardo

Avritzer] [d]estaca los casos de Brasil, Uru-

guay y Chile, donde la participación surge

de una interacción entre las sociedades ci-

viles locales y el poder político, y las ins-

tancias de participación no entran en

conflicto con las instancias de la represen-

tación (Arnson et al., 2009, p. 13).

Entonces, liberales-demócratas y radicales-de-

mócratas tienen críticas muy diferentes acerca

de los efectos de las nuevas relaciones entre los

gobiernos populistas de izquierda y la sociedad

civil. Sin embargo, existe entre ambos campos

dos coincidencias interesantes. Primero, tanto

la visión liberal-democrática como la radical-de-

mocrática entienden que el Estado debe respe-

tar y aumentar al máximo la autonomía de la

sociedad civil y reducir sus ámbitos de incum-

bencia lo más posible, dejando un amplio espa-

cio para el autogobierno de las organizaciones

sociales autónomas, ya sea bajo la forma de

ONG o movimientos sociales. Segundo, ambas

coinciden en que, más que avanzar hacia una

verdadera profundización de la democracia,

América Latina lo hace hacia la cooptación de la

autonomía de la sociedad civil por parte del Es-

tado, a través del mantenimiento de altos nive-

les de desigualdad social y pobreza y el

despliegue de redes clientelares. Es decir,



ambas señalan que hoy se extiende en América Latina un tercer

paradigma, llamado ‘populista’, y coinciden en sus fallas2.

Tanto los liberales como los radicales coinciden en que los gobier-

nos populistas de izquierda se acercan hacia las organizaciones de

la sociedad civil con la intención de manipularlas, disminuir su au-

tonomía y, eventualmente, subsumirlas o cooptarlas. También coin-

ciden en el diagnóstico de los medios utilizados para esto: el

‘clientelismo’ y el ‘populismo’. Estos serían los dos medios utiliza-

dos para disminuir la autonomía de la sociedad civil y para limitar

la capacidad de la sociedad civil de obligar a los políticos elegidos

a realizar rendiciones de cuentas3.

El populismo y 
el clientelismo
Los temas de clientelismo y de populismo son recurrentes en las

críticas liberales y radical-democráticas. Aunque sus diagnósticos

son diferentes y sus recomendaciones son distintas, ambas con-

cuerdan en que los nuevos gobiernos latinoamericanos construyen,

a pesar de sus discursos participativos, lazos corruptos y manipu-

lativos con la sociedad civil gracias al ‘clientelismo’ y al ‘populismo’.

El clientelismo —el intercambio personalizado de recursos por

votos— y el populismo —la distribución masiva de recursos con el

objetivo de lograr un rápido éxito electoral— son dos maneras con

las cuales las élites políticas de la región tomarían ventaja de la

desigualdad social y económica y mantendrían a la competencia

política alejada de la competencia programática. Como dice el

Banco Interamericano de Desarrollo en su Reporte sobre el Pro-

greso Económico y Social de Latinoamérica, coordinado por Stein,

2 Se engloban en la categoría ‘popu-
lismo de izquierda’ los gobiernos de
Hugo Chávez en Venezuela, Néstor
Kirchner primero y Cristina Fernández
de Kirchner después en la Argentina,
Evo Morales en Bolivia y Rafael Correa
en Ecuador, así como el anterior go-
bierno de Fernando Lugo en Paraguay
(Levitsky y Roberts, 2011; Arnson et al.,
2009).

3 Habría que diferenciar la manipulación
propiamente populista (la distribución
masiva de recursos con fines electora-
les) de la clientelista (la distribución per-
sonalista, canalizada en
microintercambios); por razones de es-
pacio, me concentraré en el cliente-
lismo. Solo hay que señalar que tanto
clientelismo como populismo, a pesar
de ser prácticas de sentido opuesto,
son igualadas, en tanto elementos cen-
trales de los nuevos gobiernos de iz-
quierda, por sus críticos.
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Se asume (a me-
nudo acrítica-
mente) que el
clientelismo y el
populismo son 
fenómenos que 
suceden exclusiva-
mente en las cla-
ses populares.

Tommasi, Echebarría, Lora y Payne (2005, p. 115): “Las debilidades

inherentes en los procesos democráticos han impedido la preven-

ción de las prácticas autoritarias, el ‘patronazgo’, el ‘populismo’, la

‘corrupción’ y la captura de instituciones públicas por intereses es-

peciales” (traducción y énfasis de la autora). En otras palabras, el

clientelismo es la relación asimétrica que se establece entre un

patrón y un cliente, en la cual el primero entrega al segundo bienes

y servicios a cambio de obtener el apoyo político y el voto del

cliente en las elecciones. Así, la desigualdad promueve la práctica

del clientelismo, y este, a su vez, contribuye a la persistencia de la

desigualdad: en repetidas ocasiones, los ‘ciudadanos abdican de

sus derechos políticos’ y de su papel de principal en la elaboración

de la política pública a cambio de la obtención de bienes que ellos

consideran valiosos en el corto plazo y a los cuales no pueden ac-

ceder por las vías institucionales (PNUD, 2010, p. 101).

La desigualdad y el clientelismo se refuerzan así el uno al otro, y las

élites políticas mantienen la desigualdad alta para usarla en su propia

ventaja y obtienen grandes ganancias de la distribución de recursos

escasos. Dada la aparente obviedad de esta afirmación, se esperaría

que la ciencia política pudiera encontrar pilas de evidencia incontras-

table sobre su existencia; sin embargo, tal cosa parece ser, curiosa-

mente, difícil de conseguir.

Para empezar, el concepto es a menudo definido solo esquemática-

mente y usado no como una variable discreta y claramente opera-

cionalizada, sino como una ‘omnivariable’ que explica

configuraciones políticas radicalmente distintas entre sí. Por ejem-

plo, en Latin American Party Systems (Kitschelt, Hawkins, Luna,

Rosas y Zechmeister, 2010), la variable ‘clientelismo’ supuestamente

explica resultados completamente distintos, que van desde el sis-

tema mexicano de partido dominante hasta el duopolio partidario ve-

nezolano del siglo XX, el partido-máquina PJ en la Argentina, los

partidos débiles bolivianos en la era pre MAS y así.
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El primer problema es una falta de claridad en la

definición del concepto y de consenso en la ma-

nera de operacionalizarlo. Pero a esto se le

agrega la gran dificultad que existe para probar

concluyentemente la eficacia electoral del clien-

telismo. La mayoría de los artículos sobre el tema

son, como dicen de sus propios resultados

Brusco y Nazareno (2001, p. 9, traducción de la

autora), “una reivindicación poco resonante de la

hipótesis clientelar”. Tampoco Hagopian, Gerva-

soni y Moraes (2009, p. 379), entre otros, pue-

den encontrar evidencia clara sobre los efectos

de la distribución de “pork” sobre los cambios

de partido de los legisladores brasileños.

Sin embargo, existen otros problemas. El principal

de ellos es la manera en que el uso del cliente-

lismo como variable explicativa se intersecta con

afirmaciones sobre la relación entre política y

clase social. Se asume (a menudo acríticamente)

que el clientelismo y el populismo son fenómenos

que suceden exclusivamente en las clases popu-

lares, es decir, que los pobres se encuentran des-

provistos de agencia y que son forzados a

renunciar a sus derechos a cambio de las dádivas

materiales que se encuentran forzados a aceptar.

En consecuencia, los ciudadanos involucra-

dos en prácticas de clientelismo habitual-

mente son aquellos que perciben que sus

intereses no se encuentran representados

cabalmente por las vías institucionales es-

tablecidas, mientras los ciudadanos que

tienen sus necesidades básicas satisfechas

optan por establecer una relación de repre-

sentación más programática, en la cual no

existe una renuncia explícita a sus dere-

chos políticos ni un intercambio clientelista

de ellos (PNUD, 2010, p. 102).

La asunción presentada en este párrafo es que

las clases medias pueden dedicarse a la política

programática y ‘negarse a renunciar a sus dere-

chos’, ya que sus circunstancias afortunadas les

dan la oportunidad de desarrollar el tipo de racio-

nalidad a largo plazo que hace posible un juicio

autónomo. Sin embargo, la evidencia para probar

esta conexión tan directa entre clientelismo y po-

breza es menos clara de lo que aparenta. 

Brusco y Nazareno (2001, p. 9), por ejemplo, luego

de analizar la volatilidad electoral de los sectores po-

pulares y de clase media en dos provincias del norte

argentino, encuentran que los votos de los pobres

eran más volátiles de elección en elección que los

de las clases más acomodadas. Calvo y Murillo

(2004), por caso, han dado cuenta de que los parti-

dos políticos argentinos que representan sectores

tradicionalmente de clase media también hacen uso

de tácticas clientelares, solo que dirigidas a públicos

de clase media. Stokes (2005) ha demostrado que

clientelismo y proselitismo son partes interconec-

tadas de la formación de la identidad peronista, y

que se vuelve imposible determinar hasta qué

punto la fidelidad electoral de los sectores populares

tiene que ver solamente con una o con la otra. Le-

vitsky (2001), por su parte, ha identificado al pro-

fundo enraizamiento social del peronismo como la

clave que permite explicar su resiliencia.



Entonces, por una parte, la producción reciente

sobre efectos de clientelismo muestra, antes que

un control ‘de arriba hacia abajo’ sobre sujetos des-

politizados, un panorama más complejo en el que,

como describen Schedler y Manríquez (2004) para

el caso mexicano, los sectores populares no ma-

nifiestan sentirse obligados a votar de una manera

determinada, y aun si aceptan los bienes que se

les ofrecen, no tienen mucho empacho en romper

sus promesas o en demandar (mediante sus pro-

pias asociaciones o movimientos sociales) por sus

derechos. Es decir, no puede afirmarse de ninguna

manera que los sectores populares hayan ‘renun-

ciado a sus derechos’ por el clientelismo o el po-

pulismo —un argumento que Merklen (2005)

presenta en Pobres ciudadanos—.

Las mismas poblaciones participan en las redes

clientelares, en los movimientos sociales, en los

partidos programáticos y, muchas veces, incluso

en las ONG. Más que estrategias excluyentes, se

trata de una panoplia de estrategias de acción co-

lectiva, todas ellas atravesadas y modeladas por

la política y el poder.

La política vista
‘desde abajo’:
repensar la 
complejidad 
de la política 
popular 
latinoamericana
Si miramos las relaciones entre sociedad civil y

Estado en la América Latina de hoy, encontra-

mos, antes que casos simples y dicotómicos (li-

bertad vs. dominación, solidaridad vs. populismo,

clientelismo vs. ideología, radicalismo vs. coop-

tación), una complejidad de prácticas de distinto

sentido que se superponen y codeterminan.

Las sociedades civiles latinoamericanas, incluso,

y muy especialmente sus sectores populares,

han demostrado y demuestran que sus relacio-

nes con el Estado se dan de múltiples y dinámi-

cas maneras, en un proceso continuo de

negociación y de rearticulación. Como sostiene

Natalucci (2012, p. 2): “Los movimientos socia-

les, los sindicatos y los partidos políticos coordi-

nan y articulan acciones y estrategias en

respuesta a diferentes conflictos”. Las organiza-

ciones de la sociedad civil, los movimientos so-
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ciales, los partidos políticos y las agencias gubernamentales no

están ‘encerrados’ en un solo tipo de relación, sino que están cons-

tantemente evaluando sus oportunidades y realizando elecciones

estratégicas. Cooptación y empoderamiento se mezclan, y las co-

nexiones entre el Estado y las poblaciones pueden terminar sir-

viendo para fines muy distintos, según quienes las miren.

Más aún, las relaciones entre sociedad civil y Estado no son nece-

sariamente de suma cero; ciertamente, los grupos populares no

entienden el juego de esta manera. En gran medida, las demandas

de los sectores populares se centran alrededor de la consecución

de ‘más Estado’, es decir, más bienes públicos en sus comunida-

des, más políticas públicas dirigidas a ellos, mayores regulaciones

hacia el mercado. El Estado no solo ‘avanza’ hacia la sociedad por

pura voluntad de dominio, sino que el establecimiento de las fron-

teras entre el uno y la otra es un proceso de marchas y contramar-

chas donde ambos actores manifiestan autonomía relativa

(Korzeniewicz y Casullo, 2007).

Los sectores populares demandan y actúan sobre el Estado, y pre-

mian con su voto a aquellos partidos o gobiernos que, o bien sienten

más cercanos a su vida cotidiana (Calvo et al., 2012), o bien han

puesto a su alcance bienes públicos y políticas sociales más expan-

sivas —como lo han hecho los nuevos populismos de izquierda con

políticas públicas como la Bolsa Familia en Brasil (Bohn, 2011), la

Asignación Universal por Hijo en la Argentina o el Bono Juancito

Pinto en Bolivia— o bien han tenido mayores éxitos en disminuir la

pobreza y la desigualdad, algo en lo que también pueden mostrar

avances estos gobiernos populistas (CEPAL, 2010).

Las ciencias sociales deben evitar suponer que ciertas interaccio-

nes políticas son más virtuosas que otras, no en relación a su cali-

dad intrínseca y verificable, sino en función de quién las realiza. Si

no, como argumenta Parta Chatterjee en The Politics of the 
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Governed: Reflections on Popular Politics in Most

of the World, es posible terminar afirmando que

las opciones electorales de las clases subalternas

o populares nacen de su permanencia en un esta-

dio ‘prepolítico’ de acción colectiva; el peligro, por

supuesto, es no ver que, como sucedía en la India

de la posindependencia, las clases subalternas

“estaban siendo políticas en sus acciones colecti-

vas, solo que lo eran de manera diferente que las

élites” (Chatterjee, 2006, p. 39, traducción de la

autora).

Es necesario comprender hasta qué punto las de-

nuncias, tanto liberales como radicales, sobre

‘movilización populista’ y ‘clientelismo’, no son,

en realidad, intentos de defender ideas precon-

cebidas acerca de lo que lo político ‘debería ser’

de la “invasión de las prácticas desordenadas, co-

rruptas e irracionales de una cultura popular no

reformada en los salones y cámaras de la vida

civil” (Chatterjee, 2006, p. 47-8, traducción de la

autora). Las quejas sobre la subsunción de una

política ‘virtuosa’ en el populismo y clientelismo

parece trasuntar, por momentos, una queja

sobre que ‘se hace política con que y con quie-

nes no debe hacerse’. En estos discursos sub-

yace, a menudo, el disgusto por la politización

de arenas de la vida que para los demócratas

radicales o liberales no deberían ser políticas,

sino tecnocráticas o regidas por una ‘confianza’

prepolítica.

Es cierto: muchos procesos de expansión de de-

rechos se inician en la búsqueda de réditos elec-

torales en una sociedad democrática. La bús-

queda del voto, dice Chatterjee (2006), expande

la participación política desde las estructuras for-

males y organizadas, como las ONG, los partidos

y los movimientos institucionalizados, hacia es-

pacios multiformes e informales, basados en es-

tructuras comunicativas que no solíamos

reconocer como políticas. Esto no es, tal vez, lo

que manda la teoría sobre la creación virtuosa de

nuevas ciudadanías, pero es la manera en que se

expanden los horizontes de lo político en nues-

tros países en el momento actual: desde abajo

hacia arriba, en los espacios en donde se mezclan

la necesidad con la libertad y la autonomía con el

cálculo. Es, sin lugar a duda, un proceso mucho

más caótico y de final más abierto que el que a

muchos les gustaría; también es, sin embargo,

tremendamente creativo y, por qué no, inclusivo.
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